
JURISPRUDENCIAS EMITIDAS P O R  E L  PLENO Y LAS SALAS 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA D E  LA NACLON Y POR 
LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PUBLICADAS 
EN LA GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERA- 

CLON DE JULIO A DICIEMBRE D E  1998 " 

JULIO 

PLENO 

CONFLICTO DE LEYES. ES INEXISTENTE CUANDO OPERA L A  
DEROGACZÓN T A C I T A  DE LA LEY ANTERIOR POR L A  POS- 
TERIOR.  

Cuando el conflicto de leyes se plantea entre una ley anterior y una 
posterior en la regulación que realizan sobre la misma materia, si am- 
bas tienen la misma jerarquia normativa, fueron expedidas por la 
misma autoridad legislativa y tienen el mismo ámbito espacial de vi- 
gencia, cabe concluir que no existe conflicto entre ellas, porque aun 
cuando no haya disposición derogatoria, opera el principio jurídico 
de que la ley posterior deroga tácitamente a la anterior en las dispo 
siciones que le sean total o parcialmente incompatibles. 

P./J. 32/98 
Amparo en revisión 153/98. Servicios Inmobiliarios ICA, S. A. de C. V, 

26 de marzo de 1998. Once votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secre- 
taria: Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Amparo en revisión 183/98. ICA Construcción Urbana, S. A. de C. V. 26 de 
marzo de 1998. Once votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: 
Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Amparo en revisión 185/98. Grupo ICA, S. A. de C. V. y coags. 26 de mar- 
zo de 1998. Once votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lom 
des Ferrer Mac Gregor Poisot. . 

Amparo en revisión 195/98. ICA Ingeniería, S. A. de C. V. 26 de mano de 
1998. Once votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lowdes Fe- 
rrer Mac Gregor Poisot. 

* En esta sección colabora Leticia Vargas, Investigadora del Instituto de Investi- 
gaciones Jurídicas de la UNAM. 
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308 JURISPRUDENCIA 

Amparo en revisión 199198. Aviateca, S. A. de C. V. 26 de marzo de 1998. 
Once votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac 
Gregor Poisot. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el seis de julio en curso, 
aprobó con el número 32/1998, la tesis jurisprudencia1 que antecede. México, 
Distrito Federal, a seis de julio de mil novecientos noventa y ocho. 

TRIBUNALES UNITARIOS DE CIRCUITO. SU COMPETENCIA 
PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO N O  
SE LIMITA A L A  MATERIA PENAL. 

La interpretación armónica de lo dispuesto por los artículos 107, 
hacciones VI1 y XII, de la Constitución Política de los Estados Uni- 
dos Mexicanos, lo. y 29, fracción 1, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación en relación con los antecedentes legislativos 
que motivaron la incorporación de los Tribunales Unitarios de Circui- 
to al ámbito competencia1 del juicio de amparo indirecto, pone de 
manifiesto que esa facultad no se limita a los casos previstos en los 
artículos 16 en materia penal, 19 y 20 de la Carta Magna, sino que la 
intención del legislador fue la de concederla en sentido irrestricto a 
todos aquellos actos provenientes de un tribunal de esa naturaleza, 
respecto de los cuales procediere el juicio de amparo indirecto; por lo 
que debe atenderse al espíritu que inspiró su adición para darle el ver- 
dadero alcance que impide que un Juez de Distrito, aun como Juez de 
amparo, juzgue los actos de quien jerárquicamente es su superior. 

P./J. 31/98 
Contradicción de tesis 11/97. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Cole- 
giado en Materia Penal del Tercer Circuito. 27 de enero de 1998. Unanimidad 
de nueve votos. Ausentes: Juventino V. Castro y Castro, y Humberto Román 
Palacios. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José Antonio Sánchez 
Castillo. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el seis de julio en curso, 
aprobó, con el número 31/1998, la tesis jurisprudencia1 que antecede. Méxi- 
co, Distrito Federal, a seis de julio de mil novecientos noventa y ocho. 
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JURISPRUDENCIA 309 

REVZSZdN EN AMPARO DIRECTO.  LAS CONSIDERACIONES 
P A R A  N O  E S T U D I A R  LOS CONCEPTOS DE V I O L A C I d N  SOBRE 
CONSTITUCIONALIDAD DE U N A  N O R M A  G E N E R A L  O SO- 
B R E  I N T E R P R E T A C I d N  D I R E C T A  DE U N  PRECEPTO DE L A  
CONSTZTUCIdN,  DEBEN CONSIDERARSE COMO "CUESTIONES 
P R O P I A M E N T E  C O N S T Z T U C I O N A L E S ' Y ,  P O R  T A N T O ,  PRO- 
PIAS DE ESTUDIO E N  ESE RECURSO. 

L2 Ley Orginica del Poder Judicial de la Federación que entró en 
vigor el veintisiete de mayo de mil novecientos noventa y cinco, en la 
fracción 111 del artículo 10, estable& que el Pleno de la Suprema 
Corte conocerá del recurso de revisió~n contra sentencias que en amparo 
directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando 
habikndose impugnado la inconstitucionalidad de una ley federal, lo- 
cal, del Distrito Federal o de un tratado internacional, o cuando en 
los co'nceptos de violación se haya planteado la interpretación directa 
de un precepto de la Constitución, dichas sentencias decidan u omitan 
decidir sobre tales materias, debiendo limitarse en estos casos la ma- 
teria del recurso a la decisión de las "cuestiones propiamente consti- 
tucionales". Como se advierte, dicha disposición reitera el principio 
constitucional de que en estos casos la materia del recurso debe li- 
mitarse a la decisibn de las cuestiones propiamente constitucionales. 
Ahora bien, para dar coherencia a las prescripciones anteriores debe 
considerarse que por "cuestiones propiamente constitucionales" no se 
entienden exclusivamente los argumentos relativos a la contrastación - 
entre la norma y la C,onstituciíun o a la interpretación directa de un 
precepto de la Carta Fundamental, sino todas aquellas que al expre- 
sarse apoyen la imposibilidad de estudiar tales planteamientos. De lo 
contrario, la citada fracción 111 sería incompleta, pues bastaría cual- 
quier r?firmación del Tribunal Colegiado, por absurda que fuese, para 
impedir en el recurso de revisión el análisis de los conceptos de viola- 
ción, relativos a la inconstitucionalidad de normas generales o inter- 
pretación dentro de un precepto constitucional. 

2a./J. 46/98 
Amparo directo en revisión 1489/95. Carmen Teresa Venegas Velázquez. 

24 de noviembre de 1995. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretaria: Mercedes Rodarte Magdaleno. 

Amparo directo en revisión 4,39/96. De la Gana Hermanos, S. A. y otro. 
10 de mayo de 1996. Cinco votos. Ponente: Mariano Azue~la Güitrón. Secre- 
taria: Irma Rodríguez Franco. 

Amparo directo en revisión 386/96. Instituto Mexicano del Seguro Social. 
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310 JURISPRUDENCIA 

10 de mayo de 1996. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimen- 
tel. Secretario: Neófito López Ramos. 

Amparo directo en revisión 2223/96. Promotora Vistas del Pedregal, S. A. 
de C. V. 7 de febrero de 1997. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güi- 
trón. Secretaria: Irma Rodríguez Franco. 

Amparo directo en revisión 723/98. Instituto Nacional de Cancerología. 
13 de mayo de 1998. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 
Secretario: Jorge Alberto González Klvarez. 

Tesis de jurisprudencia 46/98. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del diecisiete de junio de mil novecientos noven- 
ta y ocho. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

ANATOCZSMO. LO CONSTITUYE EL CONVENIO RESPECTO 
DE INTERESES AUN N O  VENCIDOS. 

El artículo 363 del Código de Comercio dispone que: "Los intereses 
vencidos y no pagados no devengarán intereses. Los contratantes p 
drán, sin embargo, capitalizarlos". De este precepto se desprende, por 
una parte, la prohibición de que los intereses vencidos generen a su 
vez intereses y, por otra, la posibilidad, como caso de excepción y acto 
posterior, la capitalizaciírn de los intereses vencidos y no cubiertos aten- 
diendo a la voluntad de los contratantes; sin embargo, este dispositivo 
no permite la celebración de convenios en que se capitalicen los inte- 
reses que aún no se han generado, porque dicho numeral se refiere a 
intereses vencidos y no pagados, pero no autoriza a capitalizarlos en 
forma anticipada; sin que obste para ello lo estipulado por el diver- 
so 78 del propio ordenamiento ya que éste se refiere a las convenciones 
que no se encuentran prohibidas por la ley; pues interpretarlo de otro 
modo implicaría afirmar que los contratantes pueden pactar convenios 
prohibidos por la ley. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DZCIMO SEXTO CIRCUITO 
XVI.20. J/4 

Amparo directo 646/97. Banca Promex, S. A., Institución de Banca Múlti- 
ple. 7 de noviembre de 1997. unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel 
Arredondo Elías. Secretario: Salvador Alvarez Villanueva. 

Amparo directo 873/97. Alfonso Borja Quintanar. 13 de febrero de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Javier Pons Licéaga. secretario: José Guiller- 
mo Zárate Granados. 

Amparo directo 923/97. Banca Promex. S. A., Institución de Banca Múlti- 
ple. 20 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel 
Arredondo Elías. Secretario: Francisco Javier Solís López. 
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Amparo directo 656/97. Bancomer, S. A. 13 de marzo de 1998. Unaniniidad 
de votos. Ponente: Froylán Guzmán Guzmán. Secretario: Francisco González 
Chávez. 

Amparo directo 1074/97. Bancomer, S. A., Institución de Brinca Múltiple, 
Grupo Financiero. 20 de mamo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Manuel Arredondo Elías. Secretario: Francisco Javier Solis López. 

Nota: Sobre el tema tratado existen denuncias de contradicción de tesis núme- 
ros 2/98 y 11/98, pendientes de resolver en la Primera Sala. 

RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES PROCESALES. NO EXISTE 
POR REGLA GENERAL. 

Una ley procesal está formada, entre otras cosas, por normas que 
otorgan facultades que dan la ,posibilidad juridica a una persona de 
participar en cada una de las etapas que conforman el procedimiento 
y al estar regidas esas etapas por las disposiciones vigentes en la época 
en que van naciendo, no puede existir retroactividad mientras no se 
prive de alguna facultad con que ya se contaba; por tanto, si antes de 
que se actualice una etapa del procedimiento el legislador modifica 
la tramitación de éste, suprime un recurso, amplía un término, modi- 
fica la valoración de las pruebas, etcétera, no existe retroactividad de 
la ley, ya que la serie de facultades que dan la posibilidad de partici- 
par en esa etapa, al no haberse actualizado ésta, no se ven afectadas. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/140 

Amparo directo 150195. Fernando Sánchez Torres. 28 de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. Secre- 
tario : Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo en revisión 114/97. Juan Zacarías Daniel. 19 de marzo de  1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 130/97. José Manuel Rivero Muñoz. 19 de mano de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcbn. Secretario: 
Héctor Enrique Hernández Torres. 

Amparo directo 202/98. Guadalupe Martínez Ramírez. 4 de junio de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Gonzalo 
Carrera Molina. 

Amparo directo 239/98. José Leocadio Barrios Romero. 4 de junio de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Gonzalo 
Carrera Molina. 

Vtase: Semanario Judicial de la FederaciOn, octava época, tomo 1, primera 
parte-1, enero-junio de 1988, página 110, tesis de rubro: "RETROACTIVIDAD 
DE LAS LEYES PROCESALES. NO EXISTE POR REGLA GENERAL" y Apén- 
dice al Semanario Judicial de la Federacidn 1917-1995, tomo VI, Materia Común, 
tesis 995, página 684, de rubro: "RETROACTIVIDAD. TRATANDOSE DE LE- 
YES PROCESALES, RESULTA INAPLICABLE LA". 
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312 JURISPRUDENCIA 

SENTENCIA INCONGRUENTE. 

Si el Tribunal Unitario Agrario, al pronunciar la sentencia res- 
pectiva, omite resolver sobre todos los puntos de la controversia, coa 
ello falta al principio de congruencia, que exige el artículo 189 de la 
L e y  Agraria, lo que se traduce en violación de las garantías individua- 
les contenidas en los artículo~s 14 y 16 constitucionaIes. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
V1.20. J/139 

Amparo directo 9/96. Rogelia Nolasco de Jesús. 31 de enero de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. Secreta- 
no: Enrique Baigts Muñoz. 

Amparo directo 263/96. Delfino Sosa López. 11 de septiembre de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Enrique 
Baigts Muñoz. 

Amparo directo 762/97. Bailio Martínez Sánchez. 13 de noviembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Enrique 
Baigts Muñoz. 

Amparo directo 763/97. María Ascensión Lugo Sánchez. 8 de enero de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: 
Alfonso Gazca Cossío. 

Amparo directo 8/98. Francisco Hemández Flores. 4 de  junio de 1998. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Enrique Baigts 
Muñoz. 

AGOSTO 

PLENO 

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. DEBE ESTUDIARSE DE 
OFICIO. 

El litisconsorcio pasivo necesario tiene lugar, entre otros supuestos, 
cuando un tercero demanda la nulidad del contrato en cuya celebra- 
ción y, en su caso, fonnalizació~n, intervinieron varias personas. Lue- 
go, si el efecto principal del litisconsorcio pasivo necesario, es que sólo 
puede haber una sentencia para todos los litisconsortes, es claro que 
se debe llamar a juicio a todos los contratantes y, en su caso, al nota- 
rio, por lo que el tribunal de alzada está en posibilidad de realizar 
oficiosamente el examen correspondiente, a fin de no dejar inaudito 3 

ninguno de los interesados. 
P./J. 40/98 

Contradicción de tesis 23/94. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Cole- 
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giado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 14 de marzo de 1996. Unanimi- 
dad de nueve votos. Ausentes: Juventino V. Castro y Castro y Humberto 
Román Palacios. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodolfo Bandala 
Ávila. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el seis de agosto en cur- 
so, aprobó, con el número 40/1998, la tesis jurisprudencia1 que antecede. 
México, Distrito Fe,deral, a seis de agosto de mil novecientos noventa y ocho. 

PRIMERA SALA 

CXÉDITOS C 0 N T I : A T A D G S  CON A N T E R I O R I D A D ,  NOVrlCIóN 
O RL;ESTIZUCTURACIóN DE LOS MISMOS. INAPLICABILIDAD 
DEI, A R T I C U L O  PRIlllERO T R A N S I T O R I O  DEL DECRETO DE 
REFORiMAS PUBLICADO EN FECHA V E I N T I C U A T R O  DE M A Y O  
DE nuI NOWCIENTOS NOVENTA Y SEIS DEL CÓDIGO DE 
PROCEUIiJIL;i\'TOS CIVILES P A R A  E L  D I S T R I T O  FEDERAL. 

El artículo primero transilorio del decreto de reformas al Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, publicado en el Diario 
Ofictal de la Federación en fecha veinticuatro de mayo de mil nove- 
cientos noventa y seis, prevé conjuntamente, por un  lado, que aquéllas 
entrarían en vigor "sesenta días después de su publicación"; por el 
otro, que no serían aplicables "a persona alguna que tenga coatrata- 
dos créditos con anterioridad"; y finalmente, que tampoco serían apli- 
cables 'tratándose de la novación o reestructuración de créditos con- 
traídos con anterioridad" a la entrada en vigor del propio decreto. De 
la anterior redacción se obtiene la hipótesis común que es punto de 
partida para la aplicabilidad o no  de  las modificaciones correspon- 
dientes y que consiste indudablemente en que el negocio pueda verse 
sobre créditos contratados con anterioridad a la vigencia, caso en el que 
aun y cuando tales créditos se novaran o reestructuraran no  serían 
aplicables las mencionadas reformas. La alusión genérica de las locu- 
ciones "contratados créditos" y "créditos contraídos", así como su in- 
tegración positiva cn el numeral transitorio en cita, del que no  se des- 
prende el establecimiento de casos de excepción, conlleva a esta Sala 
a concluir, que se contempla a todos aquellos derechos personales que 
por su propia naturaleza implican el cumplimiento de obligaciones de 
carácter pecuniario que el acreedor puede exigir de su deudor median- 
t e  el ejercicio de las acciones jurisdiccionales respectivas, siempre y 
cuando se hayan pactado tales créditos previamente a la entrada en 
vigor de las modificaciones; no  se hace referencia, privativamente, a 
los créditos celebrados con instituciones bancarias. 
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la./J. 41/98 
Contradicción de tesis 28/97. Entre las sustentadas por el Primer y Cuarto 

Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito y los Tribunales 
Colegiados Séptimo en Materia Civil del Primer Circuito y Segundo del Déci- 
mo Sexto Circuito. 17 de junio de 1998. Cinco votos. Ponente: Juventino. 
V. Castro y Castro. Secretario: Roberto Javier Ortega Pineda. 

Tesis de jurisprudencia 41/98. Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión de ocho de julio de mil novecientos noventa y ocho, por 
unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente Humberto 
Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo 
Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 

CUANTfA DEL NEGOCIO. INCLUYE LA SUERTE PRINCIPAL Y 
LOS INTERESES DEMANDADOS PARA EL EFECTO DE REGU- 
LAR LOS HONORARIOS DE LOS ABOGADOS (DISTRITO FE- 
DERAL). 

La entonces Tercera Sala de esta Suprema Corte d e  Justicia de l a  
Nación, estableció el criterio jurisprudencia1 contenido en la contra- 
diccibn de tesis 8/88 con el rubro: "CUANTÍA D E L  NEGOCIO. 
INCLUYE LA S U E R T E  PRINCIPAL Y LOS INTERESES DEMAN- 
DADOS PARA E L  E F E C T O  D E  R E G U L A R  LOS H O N O R A R I O S  
DE LOS ABOGADOS (LEGISLACZóN DEL ESTADO DE JALIS- 
CO)". El cual resulta aplicable a la legislación del Distrito Federal, e n  
virtud de que los artículos 229 y 230 d e  l a  derogada Ley Orgánica 
d e  los Tr ibunales  de Justicia del  Fuero  Común  e n  el  Distrito Federal 
así como el art ículo 128 d e  l a  vigente Ley Orgánica del  Tr ibuna l  Su- 
perior de Justicia del  Distrito Federal establecen, para efectos d e  regu- 
l a r  las costas que, para determinar los honorarios de los abogados 
debe atenderse al monto  del negocio. concepto en el que se incluye 
tanto  l a  suerte principal como los intereses reclamados e n  la demanda.  
en virtud d e  q u e  el profesionista litiga, presta sus servicios y adquiere 
responsabilidad sobre l a  totalidad de las prestaciones q u e  se discuten 
en el juicio. 

la./J. 35/98 
Contradicción de tesis 54/97. Entre las sustentadas por el Tercer y Quinto- 

Tribunales Colegiados ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 6 de mayo 
de 1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba. 

Tesis de jurisprudencia 35/98. Aprobada por la Primera Sala de este Alto, 
Tribunal, en sesión de veinte de mayo de mil novecientos noventa y ocho,. 
por unanimidad de cuatro votos de los Ministros presidente Humberto Román 
Palacios, Juventino V. Castro y Castro, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
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PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD. PROCEDE L A  SUSTITU- 
C I d N  AUN CUANDO LA CONDENA SEA POR UN DELITO CA- 
LIFICADO COMO GRAVE. 

De lo dispuesto en el artículo 70 del Código Penal Federal se des- 
prende que la concesión o negativa de la sustitución de la pena entraña 
el ejercicio de una facultad discrecional para el Juez que, encontrán- 
dose regida por la garantía de legalidad, como todo acto de autoridad, 
debe ejercitarla en función de un juicio de valoración en el que se 
aprecien las circunstancias de ejecución del delito y las peculiaridades 
del delincuente, determinando de manera fundada y motivada la pro- 
cedencia o improcedencia de la medida, encontrándose limitado ese 
ejercicio sólo por la cuantía de la pena impuesta y por la circunstancia 
de que el sujeto haya sido previamente condenado en sentencia ejecu- 
toria ,por delito doloso que se persiga de oficio, pero no por el hecho 
de que el delito, cuya pena es materia de la sustitución, sea uno de los 
calificados como graves, de conformidad con lo que establece el ar- 
tículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

la/J. 45/98 
Contradicción de tesis 35/97. Entre las sustentadas por d Segundo Tribu- 

nal Colegiado del Quinto Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Cuarto 
Circuito. lo. de julio de 1998. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretaria: Andrea Nava Femández del Campo. 

Tesis de jurisprudencia 45/98. Aprobada por la Primera Sala de esta Su- 
prema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de ocho de julio de mil nove- 
cientos noventa y ocho, por unanimidad de cinco votos de los Ministros pre- 
sidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de 
Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. 

SEGUNDA SALA 

SENTENCIA INCONGRUENTE, P O R  HABER AMPARADO EN 
C O N T R A  DE TODOS LOS ACTOS RECLAMADOS CUANDO SOLO 
SE ESTUDIARON ALGUNOS DE ELLOS, EL REVISOR DEBE CO- 
RREGIRLA Y ESTUDIARLOS, AUNQUE N O  HAYA AGRAVIO 

Es incongruente la sentencia que dicta un Juez de Distrito en la cual 
omite analizar todos y cada uno de los actos reclamados, pero en el 
punto resolutivo concede el amparo respecto de la totalidad de los mis- 
mos. En esas condiciones, la autoridad revisora, aunque el recurrente no 
haya seííalado lo anterior como agravio, debe analizar los conceptos 
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de violación que omitió estudiar el Juez Federal y, con mayor razbn, 
cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido juris- 
prudencia sobre los artículos impugnados. 

2a.JJ. 18/98 
Amparo en revisión 3133/96. Angel Rafael Gali Malpica. 18 de abril de 

1997. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: José Angel 
Máttar Oliva. 

Amparo en revisión 575/97. Luis Rodríguez Apilar. 30 de  mayo de 1997. 
Cinco votos. Ponente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretario': Enrique 
Zayas Roldan. 

Amparo en revisión 602/97. Amador Salceda Rodríguez. 20 de junio de 
1997. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: Sergio Salvador Aguii-re Anguiano. Secretario: Felipe Alfredo Fuen- 
tes Barrera. 

Amparo en revisión 944/97. Banco del Atlántico, S. A., Institución de Ban- 
ca Múltiple, integrante de Grupo Financiero GBM Atlántico, S. A. de C. V., 
antes Banco del Atlántico, S. A. 22 de agosto de 1997. Cinco votos. ,Ponente: 
Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Enrique Zayas Roldán. 

Amparo en revisión 606/97. Hilaturas Asociadas, S. A. de C. V. 27 de agos- 
to de 1997. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora 
Pimentel. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ernesto Martínez 
Andreu. 

Tesis de jurisprudencia 18/98. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Trib~inal, en sesión privada del veinte de marzo de mil novecientos noventa 
y ocho. 

Véase: Semanario Judicial de  la Federacidn, octava epoca, tomo 111, primera 
parte, enero-junio de 1989, pigina 363, tesis XCVIII/93, de rubro: "SENTEN- 
CIA INCONGRUENTE, SI NO ANALIZA TODOS LOS ACTOS RECLAMA- 
DOS, Y EN EL RESOLUTIVO CONCEDE EL  AMPARO RESPECTO DE ELLOS, 
DEBIENDO ESTUDIARSE TAL CUESTIóN, AUNQUE NO HAYA AGRAVIO". 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

ALIMENTOS.  PRESUNCIdN DE NECESZTAKLOS. 

Por regla general, la promoción de un juicio a efecto de exigir sumi- 
nistro de alimentos, lógicamente presupone la imperiosa necesidad de 
recibirlos. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/142 

Amparo directo 102/89. Francisco Espinosa Carriles. 27 de abril de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando 
Cortés Galván. 

Amparo en revisión 326/93. Fernando Hidalgo Trujillo. 21 de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. Se- 
cretario: Gonzalo Carrera Molina. 
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Amparo directo 173/97, Alberto Huerta Hemández. 16 de abril de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José 
Zapata Huesca. 

Amparo directo 80/9S. José Othón Martinez Ruiz. 12 de marzo de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José 
Mario Machorro Castillo. 

Amparo directo 242/98. Alejandro Roberto Téllez Roa. 18 de junio de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Gon- 
zalo Carrera Molina. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación, séptima epoca, volumen 73, cuarta 
parte, página 15, tesis de rubro: "ALIMENTOS. PRESUNCION DE NECESI- 
TARLOS". 

CONFESIONES FICTAS CONTRADICHAS E N T R E  Sf, VALOR 
PROBATORIO DE LAS. 

La confesión ficta que surge cuando una de las partes en el juicio no 
comparece a absolver posiciones, constituye simplemente una presun- 
ción que edmite prueba en contrario. En ese tenor, cuando en el juicio 
laboral se desahogan fictamente las confesionales de las dos partes en 
conflicto y de ellas se desprenden extremos contrarios en cuanto a 
un hecho determinado, se anula la presunción que en cada caso se ac- 
tualiza y, en consecuencia, ambas pruebas carecen de eficacia probato- 
ria a efecto de acreditar el hecho de que se trate. 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.70.T. J/22 

Amparo directo 667/94. Rafael Solís Rangel y otros. 15 de febrero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Yolanda Múgica García. Secretario: 
Antonio Hernández Meza. 

Amparo directo 9447/94. Consorcio Abarrotero Palacios, S. A. de C. V. 
15 de noviembre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: María Yolanda 
Múgica García. Secretario: Casimiro Barrón Torres. 

Amparo directo 3507/95. Clemente Hernández Ordóñez. 25 de abril de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: María Yolanda Múgica García. Secre- 
tario : Eduardo Sánchez Mercado. 

Amparo directo 9147/97. Krysde, S. A. de C. V. 5 de septiembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente : María Yolanda Múgica García. Secretario : 
Antonio Hernández Meza. 

Amparo directo 5567/98. Salvador Silva Contreras y otro. 25 de junio de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: María Ydanda Múgica García. Secre- 
tario : Antonio Hernández Meza. 
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DOCUMENTOS PRIVADOS N O  OBJETADOS. VALOR PROBATO- 
RIO.  

La falta de objeción de determinado documento exhibido en juicio, 
no implica necesariamente que tenga pleno valor para probar los he- 
chos sujetos a discusión, sino que esto depende también de la idoneidad 
y eficacia propias del documento para justificar el punto cuestionado y 
de que reúna los requisitos legales. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/143 

Amparo en revisión 38/93. Andrés Valente Mejía Bonilla. 4 de febrero de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Arman- 
do Cortés Galván. 

Amparo en revisión 529/93. Héctor Ramírez Quiroz. 5 de noviembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Jorge Alberto González Alvarez. 

Amparo directo 512/96. Eyra Angélica Rivera Quintero. 30 de octubre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. 
Secretaria: Hilda Tame Flores. 

Amparo en revisión 196/97. María Luisa Flores Martínez. 30 de abril de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Jmé Zapata Huesca. 

Amparo directo 389/98. Lonas La Perseverancia, S. A. de C. V. 2 de julio 
de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secreta- 
rio: José Zapata Huesca. 

FALSEDAD EN DECLARACIONES DADAS A U N A  AUTORIDAD 
DISTINTA A LA JUDICIAL, ALCANCE DEL TÉRMZNO ZNTE- 
R R O G A R  EN EL DELITO DE. 

La configuración del ilícito previsto y sancionado en el artículo 247 
fracción 1 del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de 
Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal, 
no exige que el atesto rendido por quien lo emite lo haya hecho a base 
de preguntas, porque si realmente todo se escribe, es únicamente para 
que conste lo expresado; por tanto, debe entenderse que lo que se 
asienta en actuaciones, proviene de un cuestionamiento, es decir, de un 
interrogatorio de una autoridad distinta de la judicial al comparecien- 
te; de ello deriva la lógica obligación de la protesta y advertencia de 
conducirse con verdad. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.2o.P. J/8 

Amparo en revisión 290/90. Jesús Pérez Frías. 15 de agosto de 1990. Una- 
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nimidad de votos. Ponente: J. Jesús Duarte Cano. Secretario: Ariel Oliva 
Pérez. 

Amparo directo 1582/90. Jesús Pérez Frías. 16 de noviembre de 1990. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gonzalo Ballesteros Tena. Secretario: Juvenal 
Hernandez Rivera. 

Amparo en revisión 1050/97. María de Jesús Villafuerte González y otra. 
30 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Enrique Rueda 
Dávila. Secretario: Ricardo Paredes Calderón. 

Amparo directo 3238/97. Hilda Patricia Gauffeny Carranza y otro. 30 de 
junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Enrique Rueda Dávi- 
la. Secretaria : Taissia Cruz Parcero. 

Amparo en revisión 210/98. María de Jesús Villafuerte González y otra. 
30 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Enrique Rueda 
Dávila. Secretario: Ricardo Paredes Calderbn. 

PRINCIPIO DE CONGRUENCIA. QUE DEBE PREVALECER EN 
T O D A  RESOLUCIdN JUDICIAL. 

En todo procedimiento judicial debe cuidarse que se cumpla con el 
principio de congruencia, al resolver la controversia planteada, que en 
esencia está referido a que la sentencia sea congruente no ~610 consigo 
misma sino también con la litis, lo cual estriba en que al resolverse di- 
cha controversia se haga atendiendo a lo  planteado por las partes, sin 
omitir nada ni añadir cuestiones no hechas valer, ni contener conside- 
raciones contrarias entre si o con los puntos resolutivos. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.lo.A. J/9 

Incidente de suspensión (revisión) 731/90. Hidroequipos y Motores, S. A. 
25 de abril de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Samuel Hernández Viaz- 
cán. Secretario: Aristeo Martínez Cruz. 

Amparo en revisi6n 1011/92. Leopoldo Vásquez de  León. 5 de junio de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Samuel Hernández Viazcán. Secretario: 
Aristeo Martínez C m .  

Amparo en revisión 1651/92. Oscar Armando Amarillo Romero. 17 de agos- 
to de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Luz Marfa Aguilar Morales. 
Secretaria: Luz Cueto Martínez. 

Amparo directo 6261/97. Productos Nacionales de Hule, S. A. de C. V. 
23 de abril de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Samuel Hemández Viaz- 
cán. Secretario: Ricardo Martíúiez Carbajal. 

Amparo directo 3701/97. Comisión Federal de Electricidad. 11 de mayo de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Samuel Hernández Viazcán. Secretario: 
Serafín Contreras Balderas. 

Vlase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo 
VI, agosto de 1997, página 813, tesis XX1.20.12K de rubro: "SENTENCIA. CON- 
GRUENCIA INTERNA Y EXTERNA". 
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SALARIO. N O  FORMAN PARTE DEL, VZATZCOS, GASTOS Y 
AUTOAfOVZL. 

Es cierto que la Ley Federal del Trabajo, en su artículo 84, dispone 
que dentro del salario quedan comprendidos no sólo los pagos hechos 
por cuotas, sino también las gratificaciones, percepciones, habitación. 
primas, comisiones, prestaciones en especie y cualquier otra cantidad 
que sea entregada al trabajador a cambio de su trabajo; empero, 
para que una prestación pueda considerarse parte integrante del sa- 
lario, es indispensable, que se entregue a cambio del trabajo, lo que 
no ocurre con el automóvil, viáticos y gastos de representación, pues 
lo que al empleado se le entregaba por los conceptos anotados, se le 
proporcionaba sólo para que, con mayor eficacia, pudiera desempeñar 
sus labores fuera de su oficina o inclusive de su residencia habitual, 
no como una contraprestacibn del servicio desempeñado, sino funda- 
mentalmente, para resarcirlo de los gasto,s extraordinarios que tuvo que 
hacer por verse en la necesidad imperiosa de realizar labores fuera del 
local de la empresa. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL TERCER CIRCUITO 
1II.T. 5/22 

Amparo directo 503/87. Espiridión Laura Félix. 5 de octubre de 1988. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretaria: 
Esperanza Guadalupe Farías Flores. 

Amparo directo 279/89. Sergio René Rocha Reyes y Roberto Refugio Mora 
Annenta. 20 de septiembre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: José de 
Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: Antonio Valdivia Hernández. 

Amparo directo 179/90. Moisés Valerio Torres. 5 de septiembre de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario,: 
Antonio Valdivia Hernández. 

Amparo directo 301/93. Julián González Martínez. 18 de agosto de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martínez. Secretario: Constan- 
cio Carrasco Daza. 

Amparo directo 599/97. Carlos Siliceo Chousal. 13 de mayo de 1998. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martínez. Secretario: Miguel Angel 
Regalado Zamora. 

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, tomo V ,  
Materia del Trabajo, página 317, tesis 479, de rubro: "SALARIO. LOS VIATICOS 
NO FORMAN PARTE DEL". 
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SEPTIEMBRE 

PRIMERA SALA 

ARRAIGO. EL PREVISTO PARA EL PROCEDIMIENTO DE QUIE- 
BRA N O  PUEDE ENTENDERSE APLICABLE TAMBIÉN PARA 
EL DE SUSPENSZdN DE PAGOS. 

La naturaleza jurídica y las consecuencias lógicas y naturales que ins- 
piran a las figuras de la suspensión de pagos y de la quiebra, son sus- 
tancialmente distintas; la primera, parte de la base de una descom- 
pensación sufrida por una empresa que requiere de una moratoria en 
el pago que permita reordenar su estrategia y optimizar su producción 
para hacer frente a sus compromisos, lo cual requiere de la libertad 
de acción de quien la sana lógica indica es el principal interesado en 
el repunte de su empresa, quien como Iímiie encuentra la estrecha 
vigilancia de un síndico o incluso de la intervención nombrada por 
los acreedores. En la quiebra, el arraigo se justifica en la medida de 
que aquí sí existe temor fundado de que la persona física obligada a 
hacer frente al resquebrajamiento de la empresa puede optar por eva- 
dir el cumplimiento de sus obligaciones o las consecuencias que su 
conducta activa o pasiva, produzcan incluso en su propia persona; ra- 
zones ellas que permiten afirmar que la intención del legislador fue la 
de limitar el arraigo para el procedimiento de quiebra y no hacerlo 
extensivo a la suspensi6n de pagos con base en lo dispuesto por el ar- 
tículo 429 de la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos. 

la./J. 47/98 
Contradicción de tesis 87/97. Entre las sustentadas por los Tribunales Co- 

legiados Primero y Segundo del Décimo Noveno Circuito. 5 de agosto de 1998. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José Antonio Sánchez 
Castillo. 

Tesis de jurisprudencia 47/98. Aprobada por Ia Primera SaIa de este alto 
Tribunal, en sesión de diecinueve de agosto de mil novecientos noventa y ocho, 
por unanimidad de cuatro votos de los Ministros presidente Humberto Román 
Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ausente: Juventino V. Castro y Castro. 

EDICTOS, PUBLICACIÓN DE LOS. TRATANDOSE DEL REMA- 
T E  DE BIENES RAfCES DEBE MEDIAR UN LAPSO DE NUEVE 
DfAS ENTRE L A  PRIMERA Y LA ULTIMA (INTERPRETACIÓN 
DEL A R T f C U L O  1411 DEL CdDZGO DE COMERCIO). 

Una correcta interpretación del artículo 1411 del Código de Comer- 
cio permite sostener que tratándose de bienes raíces, su remate se 
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anunciará por tres veces, dentro del plazo de nueve días, entendiéndo- 
se que el primero de los anuncios habrá de publicarse el primer día 
del citado plazo y el tercero el noveno, pudiendo efectuarse el segun- 
do de ellos en cualquier tiempo, ya que su publicación de otra forma 
reduciría la oportunidad de los terceros extraños a juicio que pu- 
dieran interesarse en la adquisición del bien, para enterarse de la 
diligencia, y de que pudieran prepararse adecuadamente para su ad- 
quisición; además debe establecerse que fue intención del legislador 
distinguir entre el remate de bienes muebles y el de inmuebles, por lo 
que otorgó un mayor plazo para el anuncio de estos últimos, distin- 
ción que el  juzgador no debe desatender. 

la./J. 52/98 
Contradicción de tesis 50/97. Entre las sustentadas por los Tribunales Co- 

legiados, Segundo del Décimo Cuarto Circuito y Segundo del Vigésimo Primer 
Circuito. 19 de agosto de 1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juven- 
tino V. Castro y Castro. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Carlos 
M. Padilla P. Vertti. 

Tesis de jurisprudencia 52/98. Aprobada por la Primera Sala de esta Su- 
prema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de dos de septiembre de mil 
novecientos noventa y ocho, por unanimidad de cinco votos de los señores 
Ministros presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, 
José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero 
de García Viliegas. 

SEGUNDA SALA 

TRIBUNALES AGRARIOS. SON AUTORIDADES SUSTITUTAS 
DEL T I T U L A R  DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL EN EL 
CUMPLIMIENTO DE EJECUTORIAS DE AMPARO RELACIONA- 
DAS CON ACUERDOS DOTATORIOS DE TIERRAS. 

El decreto de reformas al artículo 27 constitucional del 6 de enero 
de 1992 dispone, en su artículo tercero transitorio, que los asuntos en 
trámite al entrar en vigor el decreto, relativos a ampliación o dotación 
de tierras, bosques y aguas, creación de nuevos centros de población, y 
restitución, reconocimiento y titulación de bienes comunales, continua- 
rán desahogándose por las autoridades agrarias competentes, y que en 
aquellos en los que no se haya dictado resolución al entrar en funcio- 
nes los tribunales agrarios, se pondrán en estado de resolución y se 
turnarán a éstos para que, conforme a su ley orgánica, los resuelvan 
en definitiva. Por su parte, la Ley Orgánica de los Tribunales Agra- 
rios dispone en su artículo cuarto transitorio, que los asuntas antes 
referidos "que se encuentren actualmente en trámite, pendientes de 
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resolución definitiva, se pondrán en estado de resolución y se turnarán 
los expedientes debidamente integrados al Tribunal Superior Agrario 
una vez que éste entre en funciones, para que a su vez: 1. Turne a los 
Tribunales Unitarios para su resolución, según su competencia terri- 
torial, los asuntos relativos a restitucih, reconocimiento y titulación 
de bienes comunales; o 11. Resuelva los asuntos relativos a ampliación 
o dotación de tierras. bosques y aguas, así como creación de nuevos 
centros de población". Por tanto, a partir de la entrada en funciones 
del Tribunal Superior Agrario, a éste compete legalmente dejar sin 
efectos, en cumplimiento de una ejecutoria de amparo, los acuerdos 
presidenciales dotatorios de tierras a 1% ejidos, pues el dictado de tal 
ejecutoria necesariamente implica la no existencia de la resolución de- 
finitiva en los expedientes dotatorios respectivos. 

2a./J. 72/98 
Incidente de inejecución 55/95. Graciela Lemas Moreno. 10 de enero de 

1997. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: 
Luz Cueto Martínez. 

Incidente de inejecución 199/96. Juan Estrella Grijalba y otros. 13 de fe- 
brero de 1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo 1. Ortiz 
Mayagoitia. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Adriana 
Escona Carranza. 

Incidente de inejecución 39/95. Jesús Arciniega y otros. 20 de marzo de 
1998. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: 
Alejandra de León González 

Incidente de inejecución 345/97. Comité Particular Agrario del Poblado 
"Congregación Vicente Lombardo Toledano", Municipio de Culiacán, Sina- 
loa. 12 de junio de 1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo 1. 
Ortiz Mayagoitia. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Este- 
la Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Incidente de inejecución 24/97. Huellatla, S. A. 10 de julio de 1998. Una- 
nimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponen- 
te: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia. 

Tesis de jurisprudencia 72/98. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del dos de septiembre de mil novecientos noventa 
y ocho. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

ZNSPECCIdN JUDICIAL. EL ACTUARIO DEBE DESCRIBIR POR- 
MEATORIZADAMENTE LOS DOCUMENTOS MATERIA DE L A  
PRUEBA. 

El actuario de la Junta debe describir pormenorizadamente los do- 
cumentos que le son exhibidos, asentando en cada caso el tipo de los 
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documentos examinados, sus características y, en su caso, si aparecen o 
no firmados, especificando el nombre de los suscriptores, o haciendo 
constar que se trata de firmas ilegibles. Así debe entenderse el texto 
de la fracción IV del artículo 829 de la Ley Federal del Trabajo, que 
establece la obligación para el actuario de levantar acta circunstancia- 
da de la diligencia. Esto es así, pues gramaticalmente circunstanciar 
significa: "determinar las circunstancias de algo" y la palabra circuns- 
tancia significa "accidente de tiempo, lugar, modo, etcétera; particu- 
laridad que acompaña a un acto" (Larousse Diccionario Enciclopédico, 
6a. ed. t. 1, 1998, México). 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
vI.30. J/25 

Amparo directo 591/96. Ferrocarriles Nacionales de México. 29 de noviem- 
bre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zale- 
ta. Secretaria: María Guadalupe Herrera Calderón. 

Amparo directo 735/97. Ferrocarriles Nacionales de México. 6 de noviem- 
bre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza Fonseca. Secreta- 
ria: Luz del Carmen Herrera Calderón. 

Amparo directo 736/97. Ferrocarriles Nacionales de México 6 de noviem- 
bre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Filiberto Méndez Gutiérrez. 
Secretaría: María de la Paz Flores Benuecos. 

Amparo directo 851/97. Ferrocarriles Nacionales de México. 11 de diciem- 
bre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza Fonseca. Secreta- 
ria: Luz del Carmen Herrera Calderón. 

Amparo directo 271/98. Luis Ventura Rojas. 25 de junio de 1998. Unani- 
nimidad de votos. Ponente: Othón Manuel Ríos Flores, secretario de tribunal 
autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar 
las funciones de Magistrado. Secretaria: Luz del Carmen Herrera Calderh. 

Vdase: Semanario Judicial de la Federacidn y su Gaceta novena época, tomo 
VII, junio de 1998, página 515, tesis V1.40. 512, de rubro: "INSPECCION, PRUE- 
BA DE, EN MATERIA LABORAL. CONSTITUYE VIOLACIóN PROCESAL, 
SI EN SU DESAHOGO EL ACTUARIO OMITE DESCRIBIR DE MANERA 
CIRCUNSTANCIADA LOS DOCUMENTOS MATERIA DE LA PRUEBA QUE 
TUVO A LA VISTA.  

R E M A T E .  VIOLACIONES COMETlDAS EN EL PROCEDZMZEN- 
T O  DE. N O  SON DE C A R A C T E R  IRREPARABLE. 

Las violaciones cometidas durante el procedimiento de remate de 
bienes embargados, no tienen el carácter de irreparables, pues las mis- 
mas válidamente pueden impugnarse en el último acto relativo al pro- 
cedimiento en cuestión. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/145 

Amparo en revisión (improcedencia) 115/89. Teresita Vera Zeller. 9 de 
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mayo de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secre- 
tario: Guillermo Báez PCrcz. 

Amparo en revisión (improcedencia) 166/92. Gloria Mozo de Meléndez. 
13 de mayo de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Cdvillo Ran- 
gel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 

Amparo en rivisión (improcedencia) 394/96. Banco de Oriente, S. A. 28 de 
agosto de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: José Mario Machorro Castillo. 

Amparo en revisión 391/96. Banco de Oriente, S. A. 4 de septiembre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: 
José Carlos Rodríguez Navarro. 

Amparo en revisión (improcedencia) 319/98. Industrias Mendoza de Pue- 
bla, S. A. de C. V. 20 de agosto de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca. 

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de  la Federación 1917-1995, tomo VI. 
Materia Común, página 301, tesis 452, de rubro: "REMATES". 

FRAUDE O DOLO CIVIL Y FRAUDE O DOLO PENAL. DZSTZN- 
C I d N  ENTRE.  

Hay que distinguir el fraude o el dolo civiles, que otorgan simple- 
mente a la persona lesionada una acción de reparación del perjui- 
cio del fraude penal o dolo penal, que hace incurrir, además, al que lo 
emplea. en una pena pública. Aun cuando se ha sostenido que la ley 
penal hace delito de todo atentado a la propiedad cometido por sus- 
tracción, engaño o deslealtad, y abandona al derecho civil la materia 
de las convenciones cabe observar que el legislador también ha consi- 
derado el interés de proteger a la sociedad de quienes atacan el patri- 
monio de las personas. aprovechando la buena fe de éstas, su ignoran- 
cia o el error en que se encuentran, y otorga la tutela penal estable- 
ciendo tipos de delito que protejan a la sociedad y repriman esas agre- 
siones, aunque se utilicen sistemas contractuales como medios para 
enriquecerse ilegítimamente u obtener un lucro indebido. Por ello se 
ha es'.i-esado que si bien es verdad que la voluntad de las partes es so- 
berana para regir las situa~io~nes que han creado por virtud del con- 
trato, la responsabilidad que de él deriva está limitada con relación a 
las exigencias del orden público, tal como la tutela penal a cargo del 
Estado. Así, cabe distinguir: la represibn penal se funda en el carácter 
perjuidicial del acto desde el punto de vista social. Su objeto es que 
se imponga una pena. La responsabilidad civil se funda en el daño cau- 
sado a los particulares, y su objeto es la reparación de este daño en 
provecho de la persona lesionada, pudiendo un hecho engendrar tanto 
rcsp~~nsabilidad civil como penal. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/146 

Amparo en revisión 295/94. Raymundo Varela Porquillo. 7 de septiembre 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: C,lementina Ramírez Mogtiel Goy- 
meta. Secretario : Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo directo 570/93. José Juan García de Gaona. 29 de septiembre de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Radrez  Moguel Goyzuc- 
ta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo en revisión 446/96. Rogelia Sanluis Carcaño. 19 de septiembre de 
1996. Unanimidad de  votos. Ponente: Clementina Ramirez Moguel Goyzueta. 
Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo en revisión 13/97. Ricardo Serrano Lizaola. 6 de febrero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jos6 
Mario Machorro Castillo. 

Amparo directo 339/98. Ricardo Sergio de la Llave del Angel. 20 de agos- 
to de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secreta- 
rio: Gonzalo Carrera Molina. 

Véase: Semanario Judicial d e  la Federación, sexta época, volumen CV, segunda 
parte, página 70, tesis de rubro: "FRAUDE O DOLO CIVIL Y FRAUDE O 
DOLO PENAL. DISTINCION ENTRE". 

OCTUBRE 

PLENO 

APERTURA DE CRÉDITO ADICIONAL PARA EL PAGO DE IN- 
TERESES CAUSADOS, PACTADA EN EL MISMO INSTRUMEN- 
T O  O EN O T R O .  N O  ENCUBRE EL ESTABLECIMIENTO ILf-  
CITO DE INTERESES SOBRE INTERESES. 

Esta Suprema Corte, interpretando los artículos 20. y 291 a 301 de 
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, en relaci6n con la 
Ley del Banco de México que resulta aplicable por la remisión que 
hace el artículo 60. de la Ley de Instituciones de Crédito, ha estable- 
cido que en los contratos de apertura de crédito puede, válidamente, 
pactarse la capitalización de intereses. Por lo tanto', no cabe admitir la 
objecibn de que los contratos de apertura de crédito adicional para 
disponer del crédito necesario para pagar los intereses causados con 
motivo de otro contrato bancario celebrado en el mismo instrumento 
o en uno distinto, encubra la capitalización de intereses o un pacto de 
pagar intereses sobre intereses, en virtud de que el pretendido engaiio 
que invoca el acreditado parte, necesariamente, del supuesto de que 
estos actos son ilícitos, cuando lo cierto es que no lo son dentro del 
contrato de apertura de crédito y que, por ello, no es dable aceptar la 
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intención dolosa de la institución bancaria. Esta conclusión se pone de 
manifiesto con mayor claridad, si se tiene en cuenta que el contrato 
de apertura de crédito para solventar intereses, puede ser convenido 
con el mismo banco con el que se pactó la obligación primaria, pero 
en instrumento distinto, o bien, con otro banco, hipótesis en las que se 
evidencia que ni siquiera puede existir, materialmente, capitalización 
de intereses. 

P./J. 57/98 
Contradicción de tesis 31/98. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y otros y el Segundo Tribunal Cole- 
giado en Materia Civil del Primer Circuito y otros. 7 de octubre de 1998. 
Once votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Arturo Aqui- 
no Espinosa. 

El Tribunal Pleno en sesión celebrada hoy emitió, con el número 57/1998, 
la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de oc- 
tubre de mil novecientos noventa y ocho. 

SEGUNDA SALA 

NOTIFICACIONES FISCALES. EL CZTATORIO QUE LAS PRECE- 
DE DEBE CONTENER LA HORA EN QUE SE ENTREGUE. 

Si bien los artículos 134, 136 y 137 del Código Fiscal de la Federa- 
ción, no exigen terminantemente que en los citatorios se asiente la hora 
en que se entreguen, lo cierto es que ante la omisión de ese dato, la 
persona notificada no puede saber si la diligencia' se practicó en horas 
hábiles, por lo que tales disposiciones no pueden analizarse en forma 
aislada, sino en concordancia con los preceptos aplicables a las diligen- 
cias de notificación que contiene tal ordenamiento, debiendo observarse 
obligatoriamente para que los actos de autoridad puedan reputarse 
legales, y se salvaguarde la seguridad jurídica de la persona notificada. 
Por tanto, al señalar el artículo 13 del ordenamiento citado que las 
diligencias que practiquen las autoridades fiscales deben efectuarse en- 
tre las 07:30 y las 18:OO horas por conceptuarse éstas como hábiles, es 
necesario que en el citatorio se asiente la hora en que se practicó la 
diligencia para determinarse si se cumplió con esta disposición pues 
de no efectuarse en los términos señalados, esa diligencia debe repu- 
tarse ilegal. 

2a.,/J. 75/98 
Contradicción de tesis 87/97. Entre las sustentadas por el Primer Tribuna1 

Colegiado del Sexto Circuito y los Tribunales Segundo Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito y Segundo Colegiado del Quinto Circui- 
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to. 21 de agosto de 1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Mariano 
Azuela Güitrón. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Mi- 
guel de Jesús Alvarado Esquivel. 

Tesis de jurisprudencia 75/98. Aprobada por la Segunda Sala de este A,lto 
Tribunal, en sesión pública del veintiuno de agosto de mil nwecientos noven- 
ta y ocho. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

APELACIdN. PROCEDE C O N T R A  LA SENTENCIA DE PRIMER 
GRADO.  INAPLICABILIDAD DEL A R T f C U L O  199 DEL CdDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES (LEGISLACZóN DEL ESTADO 
DE TABASCO). 

Si la responsable, apoyándose en el artículo 199 del Código de Pro- 
cedimientos Penales del Estado, vigente a partir del primero de mayo 
de mil novecientos noventa y siete, que abrogó el anterior, decide que 
la sentencia de primer grado es inapelable, porque concede a la incon- 
forme los beneficios de la sustitución de la pena y el de la condena 
condicional, transgrede las garantías individuales de la quejosa, porque 
si bien el mencionado numeral establece que son apeiables por ambas 
partes: "1. Las sentencias, salvo las dictadas en los casos en que la ley 
dispone que se aplique una sanción no privativa de libertad o alterna- 
tiva, o autorice la sustitución de la privativa de libertad, cuando el 
juzgador hubiese resuelto favorablemente dicha sustitución"; también 
- - 

lo es, que el diverso artículo segundo transitorio de ese ordenamiento, 
dispone que: "Los procedimientos penales que se estén desarrollando 
entre las autoridades del Estado al entrar en vigor el presente código, 
continuarán bajo las normas de éste, a no ser que las anteriores con- 
cedan mayores deredios al inculpado, en cuyo caso se aplicarán, para 
este fin, las normas más favorables del código abrogado"; y, los diver- 
sos numerales 371 y 372 de la ley adjetiva penal abrogada, sí prevén 
la apelación de las sentencias definitivas, sin excepción, por lo que 
deben aplicarse por dar a la recurrente mayor oportunidad de defensa, 
al permitirle que la sentencia del a quo sea analizada, máxime que 
interpretando a contrario imperio el artículo 14 constitucional permi- 
te, en esencia, dilucidar que debe aplicarse la legislación anterior por 
beneficiar a la quejosa. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CIRCUITO 
x.30. J/1 

Amparo directo 1/98. Concepción Gutiérrez Gutiérrez. 19 de marzo de 1998. 
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Unanimidad de votos. Ponente: Leonardo Rodríguez Bastar. Secretaria: Nora 
Esther Padrón Nares. 

Amparo directo 12/98. Esteban Samberino Hernández. 19 de marzo de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: José Isabel Hernández Díaz. Secretario: 
José del Carmen Rodríguez Soberano. 

Amparo directo 14/98. Lombardo Aguilar Pedrero. 19 de marzo de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: César Thomé González. Secretario: Enrique 
Galicia López. 

Amparo directo 22/98. Juan Hernández Montero. 19 de mano de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: César Thomé González. Secretario: Enrique 
Galicia Ihpez. 

Amparo directo 67/98. Flor de Liz Silván Montejo. 31 de m a m  de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Isabel Hernández Díaz. Secretario: José 
del Carmen Rodríguez Soberano. 

COSTO PORCENTUAL PROAIEDZO DE CAPTACIÓN. A L  BAN- 
CO DE MÉXZCO EXCLUSIVAMENTE LE CORRESPONDE DE- 
TERMINARLO.  

Las instituciones de banca múltiple, lo que determinan son las tasas 
de sus operaciones pasivas, a lo cual de ningún modo se le puede den@ 
minar costo porcentual promedio de captación, en virtud de que esto 
le corresponde determinarlo exclusivamente al Banco de México, en 
base a las tasas y, en su caso, sobretasas de rendimiento, por interés 
o descuento, de los pasivos en moneda nacional a cargo de todas y no 
de una sola de aquellas instituciones. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO 
xxI.10. J/11 

Amparo directo 47/97. Federico Maldonado Alcalde y otros. 13 de febrero 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Se- 
cretario: Ignacio Cuenca Zamora. 

Amparo directo 435/97. Pigueza, S. A. de C. V. 14 de agosto de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: José 
Luis Arroyo Alcántar. 

Amparo directo 649/97. Constructora e Inmobiliaria Zoma, S. A. de C. V. 
27 de octubre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Joaquín Dzib Núñez. 
Secretario: Dionicio O. Ramírez Avilés. 

Amparo directo 667/97. Carlos Topete Latabán. 30 de octubre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Sánchez Moyaho. Secretaria: Casimira 
de la Cruz Juárez. 

Amparo directo 739/97. Guadalupe Mejía Mainfelt y otro. 28 de noviembre 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Joaquín Dzib Núñez. Secretario: 
Ernesto Jaime Ruiz Pérez. 
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EMBARGO PRECAUTORIO. ACTO DE IMPOSIBLE REPARA- 
C I ó N .  PROCEDENCIA DEL JUICIO CONSTITUCIONAL. 

El embargo precautorio que puede materializarse en caso de no efec- 
tuar un pago requerido en un juicio, sí es un acto, que de efectuarse, 
sería de imposible reparación, puesto que privaría al quejoso del uso 
y disfrute de los bienes secuestrados durante todo el tiempo que dure 
el juicio o el procedimiento administrativo en su caso, lo cual no sería 
susceptible de repararse, pues aun cuando se obtuviera sentencia favo- 
rable y se levantara el embargo, esto no restituiría al quejoso de la 
afectación de que fue objeto por el tiempo en que estuvo en vigor el 
embargo. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO 
1V.30. J/40 

Amparo directo 717J93. Miguel Angel Cantú Padilla. 20 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. Secretario: Raúl Alvri- 
rado Estrada. 

Amparo en revisión (improcedencia) 27/94. Pedro Elizaldi Cantú y otra. 
17 de noviembre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Rarniro Barajas 
Plasencia. Secretario: Carlos Hugo de León Rodríguez. 

Amparo en revisión 261/94. Matrix Medical, S. A. de C. V. 9 de febrero 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Cerdán Lira. Secretario: 
Raúl Alvarado Estrada. 

Amparo en revisión (improcedencia) 36/95. Ladrillera Mecanizada, S. A. de 
C. V. 29 de  agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Ramiro Barajas 
Plasencia. Secretario: Carlos Hugo de León Rodríguez. 

Amparo directo 462/98. Felipe Vargas Alvarado. 2 de septiembre de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Miguel García Salazar. Secretaria: An- 
gélica María Torres García. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación, octava &poca, tomo VII, junio de 
1991, página 266, tesis X1.20.7 A, de rubro: "EMBARGO PRECAUTORIO, ES 
UN ACTO DE EJECUCION IRREPARABLE PARA LOS EFECTOS DEL AM- 
PARO". 

PANDILLA, AGRAVANTE DE. N O  OPERA EN LOS DELITOS EN 
LOS QUE N O  SE EJERCE VIOLENCIA SOBRE L A  VfCTIMA 
(ARTICULO 164 BIS DEL CóDZGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL EN MATERIA DE FUERO COMÚN Y PARA T O D A  
LA REPÚBLICA EN MATERIA DE FUERO FEDERAL). 

La intención del legislador al crear la figura delictiva de pandilla 
prevista en el invocado numeral 164 bis, fue la de agravar las penas de 
todos aquellos delitos que, previo acuerdo tácito o expreso tomado al 
efecto por los sujetos activos, fueran cometidos en común por tres o 
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más personas que reunidas de manera habitual, ocasional o transitoria, 
no estuvieran organizadas con fines ilícitos, en el entendido de que 
tales injustos sociales debían de tener ejecución de carácter violento. 
como acontecía con el homicidio tumultuario, dado que en un princi- 
pio la reforma que dio origen a la agravante en cuestión se dirigía a 
este delito, pero los legisladores estimaron que debía hacerse extensiva 
a ilícitos de comisih similar, por lo que la misma no puede aplicarse 
tratándose del fraude, puesto que éste tiene como formas de  ejecución, 
el aprovechamiento del error en que se encuentra o se hace incurrir a 
la víctima, o bien, el engaño producido por la serie de recursos inte- 
lectuales o habilidades utilizados por el activo, para hacer creer al pa- 
sivo una falsa representación de la verdad, las cuales, por su propia 
naturaleza, no implican actos o medios de carácter violento. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.lo.P. J/6 

Amparo directo 1741/96. Félix Díaz Ramírez. 17 de enero de 1997. Unani- 
midad de votos. Ponente: Germán Tena Campero. Secretario: Ricardo Guz- 
mán Wolffer. 

Amparo directo 1745/96. Jesús Gallo González y otro. 17 de enero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Germán Tena Campero. Secretario: Ricardo 
Guzmán Wolffer. 

Amparo directo 141197. Omar Vallejo Torres y otra. 18 de febrero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Ramos. Secretaria: Miriam 
Sonia Saucedo Estrella. 

Amparo directo 889/97. Jesús Morales García y otro. 18 de junio de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Ramos. Secretario: José 
Manuel Yee Cupido. 

Amparo directo 1373/97. Andrés Galán Mojica. 12 de septiembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Elvia Díaz de León de López. Secretaria: 
María de la Luz Romero Hernández. 

ROBO CALIFICADO. SE CONFIGURA P O R  ENCONTRARSE L A  
V f C T I M A  EN UN VEHfCULO PARTICULAR O PUBLICO, CUAL- 
QUIERA QUE SEA EL BIEN OBJETO DEL APODERAMIENTO. 

Por el solo hecho de que al perpetrarse el robo, la víctima se encuen- 
tre en el interior de un vehículo particular o de un transporte públi- 
co, se configura la calificativa prevista en la fracción VI1 del artículo 
381 del Código Penal para el Distrito Federal, cualquiera que sea el 
bien mueble objeto del apoderamiento, incluyéndose aun el propio 
vehículo, pues la hipótesis legal no hace distinci6n alguna respecto a 
la materia del robo. 
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.4o.P. J/5 

Amparo directo 2025/92. Gustavo Bustamante Rarnírez. 25 de noviembre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Bruno Jaimes Nava. Secretario: Manuel 
Bárcena Villanueva. 

Amparo directo 936/95. Francisco Alejandro Rodríguez Govea. 17 de agos- 
to de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Bruno Jaimes Nava. Secretario: 
Manuel Bárcena Villanueva. 

Amparo directo 2880/97. Edgar Eduardo Alonso Plancarte. 20 de enero de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Bruno Jaimes Nava. Secretario: Lec- 
poldo Cerón Tinajero. 

Amparo directo 2936/97. Ulises Ramón Carrillo Luna. 30 de enero de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Hernández Reyes. Secretaria: Eva 
Ríos de la Fuente. 

Amparo directo 1332/98. Carlos Zapata García y Raymundo Domínguez 
Cruz. 14 de agosto de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Her- 
nández Reyes. Secretario: Juvenal Hemández Rivera. 

TESTIMONIO SINGULAR, VALOR DEL. 

A u n  cuando l a  declaración de u n  solo testigo no hace prueba plena 
sí engendra presunción. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/147 

Amparo directo 184/95. Femando Moro Tamariz. 21 de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo directo 471/96. Martín Rangel Jiménez. 11 de septiembre de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 586/97. Teodoro Jesús Herrera Valencia. 16 de octu- 
bre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secre- 
tario: José Zapata Huesca. 

Amparo en revisión 722/97. Luz Abundes Cerezo. 8 de enero de 1998. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro Castillo, secretario de tn- 
bunal autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para 
desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: José Zapata Huesca. 

Amparo en revisión 351/98. Mario Ojeda Galeto. 27 de agosto de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José 
Zapata Huesca. 

Véase: Semanario Judicial de la Federacidn, sexta época, volumen XLIX, se. 
gunda parte, página 93, tesis de rubro: "TESTIMONIO SINGULkR, VALOR 
DEL". 
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TRIBUNALES COLEGIADOS 

AGRAVANTE. LA PREVISTA EN EL A R T f C U L O  371, PARRAFO 
TERCERO, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDE- 
RAL,  SE ACREDITA AUN CUANDO UNO DE LOS AGENTES 
ACTIVOS SEA MENOR DE EDAD. 

La interpretación armónica del artículo 371, en su párrafo tercero, 
del Código Penal, permite considerar que la intención del legislador 
al crear la agravante ahí prevista, fue la de sancionar c0.n mayor seve- 
ridad la comisión del delito de robo cometido por dos o más sujetos 
a través de la violencia, sin que se advierta que haya hecho excepción 
de los casos en que entre los autores del delito se encuentre un sujeto 
inimputable; lo cual se desprende de la iniciativa del Ejecutivo Fede- 
ral de dieciocho de marzo de mil novecientos noventa y seis, en la que 
se afirma que el delito de robo representa un setenta por ciento de 
los hechos delictivos denunciados en el Distrito Federal y de ese por- 
centaje, poco más de la mitad se comete con violencia, y cerca de la 
tercera parte comprende robos cuya cuantía es menor de cinco mil 
pesos, ilícitos que se cometen principalmente contra transeúntes, y en 
relación con camiones repartidores y de autopartes; pero además, no 
rebasan el monto de cien veces el salario mínimo vigente en el Distrito 
Federal, o bien no es posible determinar su cuantía; lo que ocasiona 
que los inculpados obtengan su libertad bajo caución, ya que tales 
ilícitos no son considerados como graves por la ley, a pesar de la vio- 
lencia con que se llevan a cabo en la mayoría de los casos. Por ende, 
se debe concluir que cuando el delito de robo sea perpetrado por dos 
o más sujetos en las condiciones que refiere el artículo y párrafo alu- 
didos, basta con que uno de ellos sea imputable, para que al mismo 
le sea aplicable la penalidad establecida en el párrafo adicionado en 
comento, con independencia de que al menor o menores de edad par- 
ticipantes se les aplique diverso régimen legal. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CLRCUITO 

1.lo.P. J/10 
Amparo directo 2157/97. José Manuel Garcia Cano. 14 de noviembre de 

1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Ramos. Secretario: 
Manuel Caravantes Sánchez. 

Amparo directo 3065/97. Elia Ramirez Chávez. 31 de mano de 1998. Una- 
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nimidad de votos. Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretaria: Patricia Mar- 
cela Díez Cerda. 

Amparo directo 85/98. José Refugio Garcia Salinas. 29 de mayo de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretario: Ricardo 
Guzmán Wolffer. 

Amparo directo 333/98. Ramón Hernández Reyes. 30 de junio de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretaria: Celia Gar- 
cía Luna. 

Amparo directo 1865/98. Jorge Acosta Gasca. 30 de septiembre de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Ramos. Secretario: José 
Manuel Yee Cupido. 

Véase: Semanario Judicial de la Federacidn y su Gaceta, novena epoca, tomo 
VII, marzo de 1998, página 230, tesis la../J. 7/98, de mbro: "ROBO. EL TIPO 
ESPECIAL PREVISTO EN EL PARRAFO TERCERO DEL ARTfCULO 371 
DEL CóDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PARA SU CONFIGU- 
RACIóN, NO REQUIERE MAYORfA DE EDAD EN TODOS LOS SUJETOS 
ACTIVOS". 

ASALTO Y ROBO CON VIOLENCIA. N O  HAY A U T O N O M f A  
EN LOS DELITOS DE. 

La condena por asalto y al mismo tiempo por robo con violencia, 
es contraria a derecho, pues aquél &lo puede coexistir en el robo sim- 
ple, pero nunca con el robo con violencia, pues en este último caso 
el asalto se subsume en el robo, sin adquirir autonomía. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL SÉPTIMO CIRCUITO 
VI1.P. J/34 

Amparo en revisión 584/87. Miguel González Femández. 2 de febrero de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretario: 
Lucio Marín Rodríguez. 

Amparo directo 964/87. Leonardo Herrera Juárez. 5 de abril de 1988. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretario: Nicolás 
Leal Salazar. 

Amparo directo 625/95. Abel Vázquez Sánchez. 25 de  mano de 1996. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Pérez Troncoso. Secretario: Ramón Zúñiga 
Luna. 

Amparo directo 61/97. Cristóbal Gómez Arenas. 21 de mayo de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Vicente Salazar Vera. Secretaria: Leticia López 
Vives. 

Amparo directo 237/98. Cayetano Hemández Martínez. 11 de septiembre de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gilb'erto González Bozziere. Secretaria: 
Mercedes Cabrera Pinzón. 

Véme: Semanario Judicial de la Federación, séptima epoca, vollimenes 133-138, 
segunda parte, página 14, tesis de rubro: "ASALTO Y ROBO CON VIOLENCIA. 
NO HAY AUTONOMfA EN LOS DELITOS DE. CONSUNCIóN'. 
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G A R A N T f A  DE AUDIENCIA. SE INTEGRA N O  SOLO CON LA 
ADMISION DE PRUEBAS SINO TAMBIgN CON SU ESTUDIO Y 
VALORACION. 

La garantía de audiencia a que se refiere el texto del artículo 14 
constitucional se integra, no sólo admitiendo pruebas de las partes sino, 
además, expresando las razones concretas por las cuales, en su caso, 
dichas probanzas resultan ineficaces a juicio de la responsable. Por 
ello, si la resolución que puso fin a un procedimiento fue totalmente 
omisa en hacer referencia alguna a las pruebas aportadas por la hoy 
quejosa, es claro que se ha cometido una violación al precepto consti- 
tucional invocado, lo que da motivo a conceder el amparo solicitado, 
independientemente de si el contenido de tales probanzas habrá o no 
de  influir en la resolución final por pronunciarse. Tal criterio, que 
se armoniza con los principios jurídicos que dan a la autoridad admi- 
nistrativa la facultad de otorgarle a las pruebas el valor que crea pru- 
dente, es congruente, además, con la tendencia jurisprudencia1 que 
busca evitar la sustitución material del órgano de control constitucio- 
nal, sobre las autoridades responsables, en una materia que exclusiva- 
mente les corresponde como lo es, sin duda, la de apreciación de las 
pruebas que les sean ofrecidas durante la sustanciación del procedi- 
miento. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO 

1.30.A. 5/29 
Amparo en revisión 103/90. Tittinger Compagnie Comerciale et Viticole 

'Champenoise, S. A. 20 de mano de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: 
'Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Alberto Pérez Dayán. 

Amparo directo 2003/94. Sergio Eduardo Vega de la Torre. 20 de abril de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseñor. Secre- 
tario: Jacinto Juárez Rosas. 

Amparo directo 1403/95. Servicio de Autotransporte de la Mixteca, S. A. de 
C. V. 15 de junio de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo 
Soto Villaseñor. Secretaria: Silvia Elizabeth Morales Quezada. 

Amparo directo 4233/95. Estafeta Mexicana, S. A. de C. V. 18 de enero de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseñor. Secre- 
tario: Jacinto Juárez Rosas. 

Amparo directo 4643/96. Banco Internacional, S. A. 10 de febrero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseñor. Secretario: 
Jacinto Juárez Rosas. 
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PRESCRZPCIóN EN MATERIA LABORAL. PARA SU PROCE- 
DENCIA, DEBE ESTAR REFERIDA A L  HECHO GENERADOR 
DE LA ACCZóN. 

La excepción de prescripción en materia de trabajo debe estar refe- 
rida al hecho generador de la acción y no al en que se fundó la excep- 
ción, pues únicamente prescriben las propias acciones y no  así las ex- 
cepciones. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.9o.T. 5/33 

Amparo directo 14059/97. Grupo Sismo, S. .4. de C. V. 3 de diciembre de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: 

Amparo directo 889/98. Industrias Pino de Orizaba, S. A. de C. V. 4 de 
febrero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro 
y Alonso. Secretaria: Rebeca Patricia Ortiz Alfie. 

Amparo directo 4999/98. Petróleos Mexicanos y Pemex Refinación. 27 de 
mayo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Emilio González Santander. 
Secretario: José Roberto Córdova Becerril. 

Amparo directo 5689/98. Titular del Instituto Politécnico Nacional. 4 de 
junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Castillo Muñoz, se- 
cretario de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: José C. 
Santiago Solórzano. 

Amparo directo 11689/98. Ferrocarriles Nacionales de México. 14 de octu- 
bre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y 
Alonso. Secretario: José C. Santiago Solórzano. 

Vease: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, tomo V, 
Materia del Trabajo, página 579, tesis 838 y 839, de rubros: "PRESCRIPCION. 
ES INOPERANTE EN RELACI6N A HECHOS DIVERSOS DE LOS QUE SE 
INVOCARON EN APOYO A LA ACCION EJERCITADA" y "PRESCRIPCION, 
IMPROCEDENCIA DE LA, POR NO DIRIGIRSE A LA ACCIÓN DEDUCIDA". 

REVISIóN SIN MATERIA.  LO ES EL RECURSO QUE ESTA EN 
T R A M I T E  Y SE ENCUENTRA RELACIONADO CON UNO DI- 
VERSO QUE YA FUE RESUELTO SOBRE L A  MISMA SENTEN- 
CIA IMPUGNADA, EN EL QUE L A  PARTE RECURRENTE OB- 
T U V O  LO QUE AHORA PRETENDE LA REVZSIONZSTA EN EL 
RECURSO PENDIENTE DE RESOLVER. 

El artículo 83 de la Ley de Amparo establece entre otras cosas, que 
el recurso de revisión tiene como finalidad analizar las resoluciones de 
los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable en su 
caso, en las cuales: a) concedan o nieguen la suspensi6n definitiva; 
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b) modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la sus- 
pensión definitiva; y c) nieguen la modificación o revocación a que 
se refiere el inciso anterior, pero además también tiene como finalidad 
modificar, revocar o confirmar en sus términos las sentencias dictadas 
en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito o por el su- 
perior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artícu- 
lo 37 de la ley de la materia, pudiendo al recurrirse tales sentencias 
impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia; de don- 
de resulta que si existe pendiente de resolución un recurso de revisión 
que esté relacionado con uno diverso que ya fue resuelto, en el senti- 
do en que lo pretende la parte recurrente en la revisión que no ha 
sido resuelta, debe ésta declararse en materia por haber concluido ya 
el objeto de la misma, dado que la primera resolución se falló de 
acuerdo a sus pretensiones, y por ello a nada práctico conduciría ya 
realizar el análisis de sus agravios. 

PRIMER TRIBUNAL C'OLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL TERCER CIRCUITO 
1II.lo.P. J/7 

Amparo en revisión 17/98. Juez Décimo Tercero de lo Penal del Primer 
Partido Judicial. 12 de marzo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Montes Quintero. Secretario: Francisco Javier Ruvalcab'a Guerrero. 

Amparo en revisión 64/98. Agente del Ministerio Público de la Federación 
adscrito al Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Estado de 
Jalisco. 4 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Lira Mar- 
tínez. Secretario: Gabriel Bernardo López Morales. 

Amparo en revisih 120198. Juez Mixto de Primera Instancia de Tequila, 
Jalisco, en su carácter de autoridad responsable. 10 de agosto de 1998. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Alicia Guadalupe Cabra1 Parra. Secretaria: Luz 
María Arizaga Cortés. 

Amparo en revisión 130/98. Agente del Ministerio Público de la Federación 
adscrito al Segundo Tribunal Unitario del Tercer Circuito. 10 de agosto de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Lira Martinez. Secretario: Ga- 
briel Bernardo López Morales. 

Amparo en revisión 146/98. Agente del Ministerio Público de la Federación 
adscrita al Juzgado Cuarto en Materia Penal en el Estado de Jalisco. 14 de 
agosto de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: José Montes Quintero. Secre- 
taria: Francisca Concepción Gama Silva. 
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PLENO 

COMPETENCIA POR MATERIA.  SE DEBE DETERMINAR T O -  
MANDO EN CUENTA L A  NATURALEZA DE L A  ACCIóN Y N O  
L A  RELACZóN JURfDZCA SUSTANCIAL ENTRE LAS PARTES. 

En el sistema jurídico mexicano, por regla general, la competencia 
de los órganos jurisdiccionales por razón de la materia se distribuye 
entre diversos tribunales, a los que se les asigna una especialización, lo 
que da origen a la existencia de tribunales agrarios, civiles, fiscales, 
penales, del trabajo, etcétera, y que a cada uno de ellos les correspon- 
da conocer de los asuntos relacionados con su especialidad. Si tal si- 
tuación da lugar a un conflicto de competencia, éste debe resolverse 
atendiendo exclusivamente a la naturaleza de la acción, lo cual, regu- 
larmente, se puede determinar mediante el análisis cuidadoso de las 
prestaciones reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas apor- 
tadas y de los preceptos legales en que se apoye la demanda, cuando 
se cuenta con este último dato, pues es obvio que el actor no está obli- 
gado a mencionarlo. Pero, en todo caso, se debe prescindir del estudio 
de la relación jurídica sustancial que vincule al actor y al demandado, 
pues ese análisis constituye una cuestión relativa al fondo del asunto, 
que corresponde decidir exclusivamente al órgano jurisdiccional y no 
al tribunal de competencia, porque si éste lo hiciera, estaría prejuz- 
gando y haciendo uso de una facultad que la ley no le confiere, dado 
que su decisión vincularía a los órganos jurisdiccionales en conflicto. 
Este modo de resolver el conflicto competencia1 trae como consecuen- 
cia que el tribunal competente conserve expedita su jurisdicción, para 
resolver lo que en derecho proceda. 

P./J. 83/98 
Competencia 71/94. Suscitada entre la Juez Segundo de Primera Instancia 

del Distrito Judicial de San Andrés Tuxtla, Veracruz y el Tribund Unita- 
rio del Trigésimo Primer Distrito, c m  residencia alterna en aquella ciudad. 
8 de mayo de 1995. Once votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secreta- 
rio: Jorge Dionisio Guzmán González. 

Competencia 38/94. Suscitada entre el Tribunal Unitario Agrario del Dis- 
trito Número Siete, con residencia en Torreón, Coahuila, hoy Distrito Número 
Seis, y el Juez Mixto de Primera Instancia en el Distrito Judicial de Nazas, 
Estado de Durango. 18 de enero de 1996. Once votos. Ponente: Olga María 
Sánchez Cordero. Secretaria: María Edith Ramírez de Vidal. 
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Competencia 27/88. Suscitada entre el Juez de Primera Instancia en Mate- 
ria Civil en Ciudad Guzmán, Jalisco; la Juez de Distrito en Materia Agraria 
en el Estado de Jdisco y el Juez Segundo de Distrito en Materia Civil en el 
mismo Estado. 8 de julio de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: José 
Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: 
Manuel Rojas Fonseca. 

Competencia 38/96. Suscitada entre el Tribunal Unitario Agrario del Vigé- 
simo Cuarto Distrito en el Estado de Puebla y el Juez de lo Civil del Distrito 
Judicial de Cholula, Puebla. 22 de junio de 1998. Once votos. Ponente: Ju- 
ventino V. de Castro y Castro. Secretario: Arturo Aquino Espinosa. 

Competencia 455/97. Suscitada entre el Juez de Primera Instancia Civil en 
Salvatierra, Guanajuato y el Tribunal Unitario Agrario del Décimo Primer 
Distrito en el Estado de Guanajuato. 22 de junio de 1998. Once votos. Po- 
nente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Carlos M. Padilla P. Vertti. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el dieciséis de noviembre 
en curso, aprobó, con el número 83/1998, la tesis jurisprudencia1 que antece- 
de. México, Distrito Federal, a dieciséis de noviembre de mil novecientos no- 
venta y ocho. 

PRIMERA SALA 

COMPETENCIA FEDERAL. N O  SE SURTE P O R  EL SOLO HE- 
CHO DE QUE SEA P A R T E  EN EL JUICIO UN ORGANISMO PO- 
BLICO DESCENTRALIZADO, SI N O  SE AFECTAN BIENES DE 
PROPIEDAD NACIONAL. 

El solo hecho de que sea parte en un juicio un organismo público 
descentralizado no da lugar a que se surta la competencia de los tri- 
bunales de la Federación, pues para que se surta tal competencia es 
además necesario que en la controversia respectiva se afecte un bien 
propiedad de tal organismo y que en términos de la Ley General de 
Bienes Nacionales tenga el carácter de un bien de propiedad nacional. 

la./J. 59/98 
Competencia 25/86. Suscitada entre los Jueces Vigésimo de lo Civil, antes 

Trigésimo Segundo del Distrito Federal y Segundo de Distrito en Materia 
Civil en el Distrito Federal. 21 de mayo de 1986. Unanimidad de cuatro vo- 
tos. Ausente: Ernesto Diaz Infante. Ponente: Victoria Adato Green de Iba- 
rra. Secretario: Virgilio Adolfo Solorio Campos. 

Competencia 127/88. Suscitada entre los Jueces Primero de lo Civil del 
Distrito Federal y Sexto de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal. 
21 de noviembre de 1988. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretaria: Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Competencia 76/90 Suscitada entre los Jueces Vigésimo Segundo de lo 
Civil del Distrito Federal y Sexto de Distrito en Materia Civil del Distrito 
Federal. 5 de octubre de 1990. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Maria- 
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no Azuela Güitrón. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor 
Suárez Turnbull. 

Competencia 184/98. Suscitada entre los Jueces Séptimo del Ramo Civil y 
Primero de Distrito, ambos en el Estado de San Luis Potosí, San Luis Potosí. 
lo. de julio de 1998. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas: Secretario: Marco Antonio Rodríguez Barajas. 

Competencia 264/98. Suscitada entre el Juez Primero de Distrito en el Es- 
tado de Sonora y el Juez Segundo del Ramo Civil de Hermosillo, Sonora. 
2 de septiembre de 1998. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secre- 
tario: Roddfo A. Bandala Ávila. 

Tesis de jurisprudencia 59/98. Aprobada por la Primera Sala de esta Su- 
prema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de dieciocho de noviembre 
de mil novecientos noventa y ocho, por unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros: presidente Hurnberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Cas- 
tro, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: 
Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo. 

SEGUNDA SALA 

FACULTAD REGLAMENTARIA DEL EJECUTIVO FEDERAL. 
ZNTERPRETACZON DE L A  FRACCION I DEL A R T f C U L O  89 
DE LA CONSTZTUCZóN. 

La facultad reglamentaria que el artículo 89, fracción 1, de la Cons- 
titución Federal otorga al Ejecutivo de la Unión para proveer en la 
esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes, puede ser 
ejercida mediante distintos actos y en diversos momentos, según lo 
ameriten las circunstancias, sin más límite que el de no rebasar ni con- 
travenir las disposiciones que se reglamenten. Por tanto, no es forzoso 
que se ejerza tal facultad en un solo acto, porque ello implicaría una 
restricción no es consignada en el precepto constitucional. 

2a.,/J. 84/98 
Amparo en revisión 7026/77. Socorro Avila Hernández. 26 de octubre de 

1978. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Arturo Serrano Robles. Ponente: 
Eduardo Langle Martínez. Secretario: Jaime C. Ramos Carreón. 

Amparo en revisián 31 1/98. Prestadores de Servicios Administrativos de Chi- 
huahua, S. C. L. de R. L. 17 de abril de 1998. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Genaro David Góngora 
Pimentel; en su ausencia hizo suyo el asunto el Ministro Juan Díaz Romero. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 

Amparo en revisión 273/98. Prestadores de Servicios Administrativos del 
Norte de Sonora, S. C. L. 24 de abril de 1998. Cinco votos. Ponente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Clementina Flores Suárez. 

Amparo en revisión 3655/97. Prestadores de Servicios Comerciales Especia- 
lizados, S. C. L. de R. L. 29 de abril de 1998. Unanimidad de cuatro votos. 
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Ausente Mariano Azuela Giitrón. Ponente: Sergio Salvador Apirre Anguia- 
no. Secretaria: Clementina Flores Suárez. 

Amparo en revisión 53/98. Cooperativa del Golfo, S. C. de R. L. de C. V. 
21 de agosto de 1998. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secre- 
taria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Tesis de jurisprudencia 84/98. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del trece de noviembre de mil novecientos noven- 
ta  y ocho. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación, séptima época, volúmenes 115-120, 
tercera parte, página 67, tesis de rubro: "FACULTAD REGLAMENTARIA DEL 
EJECUTIVO FEDERAL. INTERPRETACION DE LA FRACCION 1 DEL AR- 
TICULO 89 DE LA CONSTITUCION". 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

INTERESES BANCARIOS DE TASA VARIABLE. PARA QUE IN- 
C U R R A  EN M O R A  EL DEUDOR, ES MENESTER QUE, PREVIA- 
MENTE, SE LE HAGA SABER EL M O N T O  DE LOS MISMOS. 

La mora surge, en los créditos bancarios con tasa variable, cuando 
el deudor no realiza el pago oportunamente; sin embargo, este prin- 
cipio debe entenderse referente a deudas líquidas, de cuya totalidad el 
obligado tiene que estar impuesto con toda oportunidad, pues, aun 
cuando la existencia de la obligación en sí, es indiscutible, no hay base 
para exigirla y menos aún para declarar la mora, si quien debe cum- 
plir, ignora, por razones que le son ajenas, a cuánto asciende la pres- 
tación que tiene el deber de satisfacer. Por tanto, para declarar que 
una persona ha incurrido en incumplimiento por no pagar puntual- 
mente intereses de tasa variable, cuya complejidad y manejo procedi- 
mental escapa al comíin de la gente, es menester que el deudor tenga 
puntual conocimiento del saldo a su cargo, ya que de no ser así, la 
pretensión en ese sentido resulta inadmisible, porque sería tanto como 
dejar a voluntad de una de las partes (la acreditante), la posibilidad 
de que en cualquier momento dé por vencido, anticipadamente, el 
contrato y proceda, sin más, a exigir la totalidad de la sama conveni- 
da, situación que, a más de injusta, produce incertidumbre en quienes 
tienen necesidad de recurrir a crkditos, y, por desconocer cuánto tienen 
que pagar, se ven en riesgo de que en un momento dado, los abonos 
aportados resultan insuficientes para cubrir capital e intereses, y fácil- 
mente sean declarados morosos, con todas las consecuencias que ello 
entrañaría. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL TERCER CIRCUITO 
III.20.C. J/5 

Amparo directo 1922/97. Banco Nacional de México, S. A. 16 de enero de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Villegas Hernández. 
Secretario: Ricardo Lepe Lechuga. 

Amparo directo 242/98. Lila Verónica Aguilar Santisteban. 6 de abril de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Villegas Hernández. 
Secretario: Juan Luis González Macías. 

Amparo directo 772/98 relacionado con el amparo directo 768/98. Fernan- 
do Humberto Pulido Flores y otra. 29 de mayo de 1998. Unanimidad de vo- 
tos. Ponente: Jaime Julio Upez Beltrán. Secretario: Rafael Quiroz Soria. 

Amparo directo 1305/98. Adán Navarro Padilla y otra. 10 de julio de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Julio Upez Beltrán. Secretario: An- 
tonio Upez Rentería. 

Amparo directo 1446/98. José Manuel Flores Cerda y otros. 21 de agosto 
de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Julio Mpez Beltrán. Secreta- 
rio: Antonio Mpez Rentería. 

ROBO CALIFICADO. A R T f C U L O  371, PARRAFO TERCERO, DEL 
CdDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL. LA VIOLEN- 
CIA COMO MEDIO COMZSIVO. 

La calificativa prevista en el tercer párrafo del articulo 371 del Có- 
digo Penal para el Distrito Federal, contempla, además del activo plu- 
risubjetivo, disyuntivamente tres medios comisivos que son: a) la v i o  
lencia; b) la acechanza, o c) cualquier otra circunstancia que disminuya 
las posibilidades de defensa de la víctima o la ponga en condiciones 
de  desventaja; lo que se traduce en que la frase "que disminuya las 
posibilidades de defensa de la víctima o la ponga en condiciones de 
desventaja", sólo rige para "cualquier otra circunstancia", mas no  para 
la violencia ni la  acechanza, pues si la intención del legislador hubiera 
sido que la frase en  mención calificara a los tres medios comisivos en 
cita, gramaticalmente en  la redacción hubiera sido necesario colocar 
una coma después de "cualquier otra circunstancia", para que esta 
frase quedara separada de las características que se describen ensegui- 
da y así, estas últimas abarcaran los tres medios precisados; y, que 
los verbos que la conforman, "disminuya" y "ponga" hubieran sido 
conjugados en plural, por ser tres y no  uno los medios comisivos, es 
decir, se debió haber redactado el párrafo de referencia de la siguiente 
manera: ". . .a través de la violencia, la  acechanza, o cualquiera otra 
circunstancia, que disminuyan las posibilidades de defensa de la vícti- 
ma o la pongan en condiciones de desventaja.. ."; luego, para que se 
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actualice así l a  violencia como medio comisivo e n  esta calificativa, sólo 
hay q u e  atender a su concepto legal. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.lo.P. J/11 

Amparo directo 2825/97. José Manuel Escobar Cedillo. 16 de marzo de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretaria: Patri- 
cia Marcela Díez Cerda. 

Amparo directo 897/98. Daniel Vázquez Altamirano. 29 de junio de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna Ramos. Secretario: José 
Manuel Yee Cupido. 

Amparo directo 801/98. Víctor Faustino Apolinar Flores y Jorge Pérez Ca- 
ballero. 18 de agosto de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Elvia Díaz de 
León de Mpez. Secretaria: Silvia Lara Guadarrama. 

Amparo directo 1533/98. Hilario Manuel Islas Medina. 30 de septiembre de 
1998. Unanimidad de votos. Ponente: Elvia Díaz de León de López. Secreta- 
ria: Silvia Lara Guadarrama. 

Amparo directo 1745/98. José Sánchez Vázquez. 15 de octubre de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Elvia Díaz de León de López Secretaria: 
Silvia Lara Guadarrama. 
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